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Después de la caída del Mu-
ro de Berlín fue eviden-
te que la democracia y la 
libertad no podían existir 
al margen del mercado. Si 

bien los regímenes de China y Vietnam 
hoy se fortalecen creando los merca-
dos más audaces del siglo XXI, los estudiosos 
sostienen que la libertad económica termina-
rá erosionando el autoritarismo comunista en 
esos países. Con la recesión y la crisis del Esta-
do de bienestar en Europa, surge una interro-
gante crucial: ¿Sobrevivirá la democracia a la 
declinación de las clases medias por el colapso 
económico? Felizmente, los politólogos más 
prestigiosos responden con optimismo. 

En China, el autoritarismo puede ser ja-
queado porque el crecimiento expande a las 
mesocracias, y la democracia en Occidente 
puede flaquear porque las clases medias se 
adelgazan. Es decir, de alguna manera, no se 
puede pensar la democracia y el mercado sin 
las clases medias, el sector social que sostie-
ne la libertad.

La clase media era un protagonista tan bo-
rroso en el capitalismo auroral que pensadores 
como Marx o Weber apenas problematizaron 
el asunto, pero cuando la Revolución rusa y el 
nazismo dejaron en claro que la democracia 
puede ser la antesala de la barbarie el tema 
quedó sobre la mesa. Durante la Guerra Fría 
se desató una disputa sin cuartel entre el as-
fixiante estatismo y la potencia y creatividad 
del mercado. Ganó la libertad, pero detrás de 
ella estaban las inmensas mayorías de las cla-
ses medias de Occidente. Todos los vaticinios 
apocalípticos se derrumbaron: con la demo-
cracia y el mercado, los ricos no se volvían más 
ricos, ni los pobres más pobres, sino que la 

mayoría se convertía en clase media.
Con el crecimiento y la reducción de la 

pobreza y de la desigualdad en el país –y 
en los países emergentes–, las mesocra-
cias explosionaron y quienes priorizan la 
facción y la ideología tratarán por todos 
los medios negar que la mayoría del Perú 

ya pertenece a la clase media. Hoy vemos cómo 
los números del BM, del BID y de la Cepal son 
ignorados, porque si la izquierda aceptara estas 
cifras, sería reconocer que se equivocó de cabo a 
rabo con sus críticas al llamado “neoliberalismo”.

Sin embargo, las clases medias europeas in-
gresan a un ocaso preocupante y las aves de mal 
agüero nos dicen que no debemos alegrarnos 
tanto. Quizá por esa enorme capacidad del mer-
cado y de la democracia de fracasar y aprender 
de sus errores, la mayoría de las mesocracias 
de los países emergentes y, particularmente, 
del Perú ha nacido y se fortalece al margen y 
en contra del Estado. En Europa la clase media 
engordó de la ubre estatal. Allí reside la diferen-
cia histórica. En nuestro país el lugar donde se 
fragua la mesocracia peruana son los mercados 
populares que los migrantes han construido.

Nunca estuvimos tan cerca de convertirnos 
en una sociedad o quizá en una nación. No solo 
por los resultados económicos, la reducción 
de la pobreza y de la desigualdad, sino por el 
nuevo rostro social del país. La sociedad de 
ciudadanos (y propietarios) que reclamaban 
los próceres ha emergido con fuerza nuclear. La 
democracia y las instituciones liberales que no 
prosperaban desde la fundación republicana 
ahora pueden florecer. Todo está dispuesto pa-
ra el despegue, pero la historia es un personaje 
extraño, impredecible. Una mala decisión de los 
millones de actores de los mercados populares y 
volveremos a las cavernas estatistas.

En el 2012 el mundo no se 
acabó, pero sí cambió. Fue 
el año bisagra para que las 
leyes y el mundo, mayorita-
riamente, dejen de concebir 

al matrimonio como una institución 
legal reservada para uniones entre 
hombres y mujeres. A partir del 2013, podría 
prevalecer la igualdad entre uniones hete-
rosexuales y homosexuales. Y todo gracias a 
una corte.

Es cierto que, parcial o totalmente, ya en 13 
países del mundo se admiten los matrimonios 
(o uniones civiles) entre personas del mismo 
sexo, pero el año que se fue pasará a la historia 
por marcar la primera vez en que la Corte Su-
prema de Estados Unidos –tal vez el tribunal 
más influyente del mundo– aceptó revisar y 
resolver próximamente dos casos en los que se 
discutirá la constitucionalidad del matrimo-
nio gay.

Uno de estos casos, el de la señora Edith 
Windsor, grafica claramente la relevancia 
social y económica de la futura decisión de 
los jueces estadounidenses. Por más de 45 
años, Windsor había vivido en Nueva York con 
su pareja del mismo sexo, Thea Spyer. En el 
2007, la pareja se casó en Canadá –uno de los 
países que ya admitía el matrimonio gay–. 

En el 2009, Spyer falleció y su esposa heredó 
sus bienes. Sin embargo, el fisco hoy reclama 
que Windsor pague más de US$360 mil. La 
ley federal que exonera del impuesto por la 
herencia a los esposos sobrevivientes no le 
resulta aplicable, ya que, bajo las normas fede-
rales de Estados Unidos, solo califican como 
esposos las parejas de distinto sexo, y poco im-
portan las más de cuatro décadas de relación.

¿Cómo le iría a la señora Windsor en el 

Perú?, ¿podría heredar a su esposa una 
viuda homosexual?, ¿obtener una pen-
sión de viudez?, ¿formar una sociedad 
de gananciales y administrar sus bienes 
en común?, ¿el seguro cubriría la en-
fermedad de su pareja? La respuesta es 
negativa en todos los casos. 

En el Perú, las parejas homosexuales no 
pueden aspirar a casarse ni a formar una 
unión de hecho. No tienen los mismos dere-
chos y beneficios que el Estado reconoce a las 
parejas heterosexuales.

Pareciera que estamos a muchos años de 
que los legisladores aborden seriamente el 
asunto, y más aun, de que el Poder Judicial 
diga algo al respecto.

En cambio, ya en el 2003, las cortes cana-
dienses abrían paso para que el Congreso 
legalizara el matrimonio gay. En diciembre 
pasado, premonitoriamente, la Corte Supre-
ma mexicana declaró que la prohibición del 
matrimonio gay en el estado de Oaxaca era 
inconstitucional. 

Y este año, la Corte Suprema de Estados 
Unidos tendrá la oportunidad de hacer lo 
mismo en el caso que ha sido catalogado como 
el más importante en defensa de los derechos 
civiles de esta generación. Lo decidirá ese 
tribunal que ha demostrado ser un motor de 
cambios sociales trascendentales, al pro-
hibir las segregaciones raciales en escuelas 
públicas en la década de 1950, invalidar las 
prohibiciones de matrimonios interraciales 
en la década de 1960 y admitir el aborto en la 
década de 1970.

Fue en el 2012 cuando se inició el corte que 
cambiará al mundo y cercenará por fin una 
discriminación sin sentido. Con suerte, el eco 
de esta incisión llegará al Perú.

R ecientemente publicamos un edito-
rial donde criticamos la norma que 
obliga a las empresas que no coti-
zan en bolsa y que tengan ingresos 
anuales o activos mayores a S/.111 

millones a presentar su información financiera 
auditada. Esta medida –dijimos– no solo no tie-
ne ninguna utilidad práctica, sino que se salta el 
derecho a la privacidad al obligar a las empresas, 
sin una buena justificación, a hacer de conoci-
miento público ciertos datos que no necesaria-
mente quieren revelar. La excusa: se busca lo-
grar mayor transparencia con el público (a quien 
en este caso no le interesa esa información).

Sorprende, sin embargo, que tantas buenas 
intenciones para sobrefiscalizar las finanzas de 
los privados no se apliquen de igual manera en el 
sector público. Después de todo, con los pro-
blemas que existen relacionados con el presu-
puesto estatal –el año pasado en las arcas quedó 
alrededor del 15% sin ejecutar y aún persisten 
los problemas de gestión que impiden evaluar si 
el dinero se invierte de manera eficiente–, uno 
esperaría que se hagan todos los esfuerzos para 

que la población conozca los estados financieros 
auditados de las entidades públicas del Gobierno 
Central, así como de los gobiernos locales y re-
gionales. No perdamos de vista que, a diferencia 
de lo que sucede con las empresas que no cotizan 
en bolsa, en el caso de las instancias públicas a 
los ciudadanos sí nos interesaría que un tercero 
independiente avale la veracidad de la informa-
ción que ellas revelan para que 
su transparencia no sea como la 
de una luna polarizada. Se trata, 
finalmente, de nuestro dinero.

El contralor general de la 
República, Fuad Khoury, en esa 
línea, ha dado un haz de buena 
luz. Mencionó que se incorporarán auditorías de 
desempeño al gasto público para así igualar las 
buenas prácticas en las que incurren las contra-
lorías de Reino Unido y Estados Unidos. La idea, 
claro está, no es solo velar por que se cumpla 
la ejecución del gasto, sino también por que se 
haga con efectividad. En Estados Unidos, por 
ejemplo, en la Government Accountability Offi-
ce –según nuestro contralor– el 90% del tiempo 

del personal de la contraloría se dedica a auditar 
el desempeño del gasto, mientras que solo el 
10% se dirige a velar por el cumplimiento. En el 
Perú –concluyó– “hacemos al revés”. 

Pero eso no es lo único que, en todo caso, se es-
taría haciendo al revés en nuestro país en lo que 
toca a dicha institución. Y es que la forma en la 
que se escoge al contralor tampoco tiene mucho 

sentido: mientras el Congreso 
tenga que elegir a este funcionario 
entre candidatos sugeridos por el 
presidente de la República, exis-
ten demasiados incentivos para 
que el gato termine haciéndolas 
de despensero. Si bien es cierto 

que la Comisión Permanente puede efectiva-
mente filtrar a los candidatos –de hecho, en el 
proceso de elección en el que finalmente fue 
elegido Khoury se descubrió que una candidata 
previa había falsificado documentos–, nada im-
pide al presidente proponer solo candidatos que 
le sean leales. Algo distinto sucede con el BCR, 
por ejemplo, cuyo directorio de siete miembros 
es elegido en cuatro de sus partes por el Ejecu-

tivo, entre ellas el presidente, mientras que el 
Congreso ratifica a este último y elige a los tres 
restantes, con el voto de la mayoría absoluta del 
número legal de sus miembros (aunque la efec-
tividad de este sistema viene siendo puesta en 
riesgo por la irresponsabilidad del Legislativo de 
ponerse de acuerdo en la elección).

En un país que –según el último World Compe-
titiveness Report– se encuentra en el puesto 127 
(de 144) en confianza pública en los políticos, o 
en el que la corrupción ocupa el segundo lugar 
en cuanto a los factores más problemáticos para 
hacer negocios, o que inclusive –según el último 
índice de la organización Transparencia sobre 
percepción de la corrupción– se encuentra en 
el puesto 83 de 176 países (donde a peor puesto, 
peor percepción de corrupción), es imperativo 
que se busque una manera de nombrar al con-
tralor que asegure su protección de presiones 
políticas y que se obligue a las entidades públicas 
a pasar por auditorías financieras realmente in-
dependientes. Los secretos que tienen escondi-
dos los funcionarios públicos no pueden seguir 
escondidos, como en el vals, una eternidad.

- VÍCTOR ANDRÉS PONCE -
Periodista

EDITORIAL

HUMOR PROFANO

“[Tenemos] un presupuesto centrado en las necesidades de la burocracia y no centrado en las necesidades de los ciudadanos”. 
Editorial de El Comercio Tropas sin capitán / 28 de noviembre del 2012

Sobre la clase media

EL TÁBANO

- MARTÍN PESCADOR -- MARIO MOLINA -

U n viejo aforismo español asegura 
que “para subir al cielo se necesita / 
una escalera grande y otra chiqui-
ta...”. Lo que no dice es cómo debe 
conseguir respeto una alcaldesa 

que administra una provincia con 9 millones de 
habitantes y que, muy contenta y satisfecha, ase-
gura que ha construido 1.200 escaleras-pasajes 
en las laderas de la ciudad, para facilitar el acce-
so a pie a viviendas elevadas. 

Es comprensible que una funcionaria munici-
pal no sepa cuántos miles de toneladas de arena 
fresca se llevaron las olas, de un día a otro, en una 
playa recién “reconstruida”. También se entiende 
que la misma señora trate de explicar lo que no 
conoce: quién es el responsable de que un huaico 
–perfectamente natural en la época de los huai-
cos, cuando los ríos crecen– se llevara el canal y 
los contrafuertes con los que se pretendía resolver 

“Para subir al cielo  
se necesita...”

problemas de circulación vehicular. De paso, se 
llevó vehículos y maquinaria de construcción.

Pero es más difícil comprender que la señora 
alcaldesa asegure que construyó 1.200 esca-
leras, cuando los documentos de Emape y las 
cifras oficiales demuestran que son solo 168 las 
escaleras construidas y 50 más en proyecto o 
en proceso. Entre 1.200 y 168 parece haber una 
distancia como para la escalera grande, no la 
chiquita... ¿Será realmente tan difícil contar las 
obras que uno mismo construye, como si fueran 
arena de playa o huaico de río...?

Ese secreto que tienes conmigo
Debe lograrse más independencia para la contraloría.

GATO DESPENSERO
El contralor no debería  

ser escogido  
por su fiscalizado,  

el presidente  
de la República.

UN SECTOR EN EXPANSIÓN EN EL PERÚ

- ANDRÉS CALDERÓN -
Abogado

El matrimonio gay
LA DECISIÓN DE LA CORTE SUPREMA DE ESTADOS UNIDOS
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